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[bookmark: _GoBack]Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a doce de agosto de dos mil veintiséis.  

VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 03990/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por un particular, en lo sucesivo La Recurrente, en contra de la respuesta del Secretaría de las Mujeres, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O

PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha doce de marzo de dos mil veintiséis, La Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00035/SEMUJS/IP/2026, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

“​A LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA SECRETARÍA DE LAS MUJERES:​Quien suscribe, en ejercicio de mi derecho de acceso a la información y bajo el interés legítimo de fiscalizar la debida profesionalización del servicio público, con fundamento en los artículos 6° y 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 1, 2, 79 y 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; así como en estricto apego a la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de México y los lineamientos del Sistema Estatal para la Igualdad de Trato y Oportunidades entre Mujeres y Hombres, presento la siguiente solicitud:​I. FUNDAMENTO JURÍDICO Y MOTIVACIÓN​El servicio público, y particularmente aquel desempeñado en dependencias sustantivas como la Secretaría de las Mujeres, se rige por los principios de eficiencia, profesionalismo y especialización. Es indispensable que quienes ocupan cargos de mando (Titular, Directoras, Subdirectoras) cuenten con acreditaciones fehacientes que garanticen su capacidad para:​Aplicar transversalmente la perspectiva de género en el diseño y ejecución de programas públicos.​Prevenir y atender la violencia en todas sus formas.​Garantizar el respeto irrestricto a los derechos humanos de los usuarios y del personal subordinado.​La falta de acreditación en dichas materias constituye un riesgo inminente de ineficacia institucional y vulneración de los derechos fundamentales de las mujeres mexiquenses.​II. OBJETO DE LA SOLICITUD​Solicito se proporcione la relación documentada de las certificaciones, constancias de competencia laboral, títulos de posgrado o diplomados concluidos por la totalidad de la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, incluyendo a:​Titular de la Dependencia.​Directoras y Directores de todas las áreas.​Subdirectoras y Subdirectores de todas las áreas.​Deberán precisar para cada perfil:​Nombre y denominación exacta de la certificación o título académico.​Institución emisora (universidad, organismo certificador, entidad pública).​Fecha de obtención del documento.​Copia digitalizada o evidencia pública de la certificación (testada conforme a la Ley de Protección de Datos Personales).​III. JUSTIFICACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO​Es imperativo para esta investigación conocer si el capital humano que integra la estructura directiva de la Secretaría cuenta con las competencias técnicas mínimas para evitar la revictimización y el ejercicio de violencia institucional. La transparencia en estas acreditaciones es fundamental para evaluar si la Secretaría de las Mujeres cumple con la profesionalización necesaria para dirigir la política de igualdad en el Estado de México.” (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX. 

SEGUNDO. De la respuesta a la solicitud de información 
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información 00035/SEMUJS/IP/2026, resultando de nuestro interés lo siguiente:

	“Folio de la solicitud: 00035/SEMUJS/IP/2026

	CIUDADANA/O En atención a su solicitud con número de folio 00035/SEMUJS/IP/2026, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 12 párrafo segundo, 23 fracción I, 24 párrafo tercero, 162 y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le informa que se llevó a cabo una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de la Coordinación Administrativa de la Secretaría de las Mujeres; por lo cual, me permito adjuntar al presente, copia digitalizada de los siguientes documentos en los que se detalla la información relacionada con la solicitud 00035/SEMUJS/IP/2026. • Oficio número 22700004000000S/2646/2026 de fecha 20 de marzo de 2026, emitido por la Servidora Pública Habilitada de la Coordinación Administrativa de la Secretaría de las Mujeres, con sus anexos correspondientes. • Resolución número 04: CTSEMUJS/EXT/007/2026, de fecha 25 de marzo de 2026, mediante la cual, el Comité de Transparencia confirmó la clasificación parcial como confidencial del el “Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026”, requerido en la solicitud 00035/SEMUJS/IP/2026. • Acta de la Séptima Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia de fecha 25 de marzo de 2026, aprobándose la resolución señalada anteriormente. • La versión pública del “Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026”. Quedo a sus órdenes.

	

	

	

	ATENTAMENTE

	LCDA. ERIKA NÚÑEZ GUTIÉRREZ” (Sic)



De forma complementaria, El Sujeto Obligado adjuntó el documento electrónico “RESOLUCIÓN 04 SEPTIMA SESION EXTRAORDINARIA.pdf”, “00035-UNIDAD DE TRANSPARNIA SEMUJERES.pdf”, “ACTA SÉPTIMA SESION EXTRAORDINARIA.pdf”, “ANEXO 1. Grados Academicos (4).pdf”, “CUADRO DE CLASIFICACIÓN 00035.pdf” y“00035-RESPUESTA-SPH COORD ADMVA.pdf”, cuyo contenido se tiene por reproducido como si a la letra se insertase en virtud de que será materia de análisis en el considerando respectivo. 

CUARTO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, La Recurrente interpuso el recurso de revisión, en fecha dieciséis de abril de dos mil veintiséis, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 03990/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual arguye las siguientes manifestaciones: 

Acto Impugnado:
“El oficio de respuesta derivado) carece de una debida fundamentación y motivación.” (Sic)

Razones o Motivos de Inconformidad: 
“​1. Violación al Principio de Máxima Publicidad: Artículo 6°, Apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Artículo 7 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.​Mi argumento se basa en que toda la información en posesión de los sujetos obligados es pública y solo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. En este caso, el Sujeto Obligado invierte el principio al dar prioridad a la opacidad sobre la rendición de cuentas de servidores públicos en activo.​2. Incumplimiento de las Obligaciones de Transparencia Comunes: Artículo 92, fracciones VIII y IX de la Ley de Transparencia local.​Mi argumento se basa en que la ley establece que la remuneración bruta y neta, así como el perfil de los puestos y las funciones de los servidores públicos, son obligaciones de transparencia que deben ser públicas de oficio. Al testar o negar información relativa a los nombramientos y movimientos de los servidores públicos solicitados, el Sujeto Obligado contraviene una disposición de orden público.​3. Deficiencia en la Clasificación de Información Confidencial: Artículos 143 y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.​Argumento: Para clasificar información como confidencial, el Comité de Transparencia debe realizar una Prueba de Daño. El documento exhibido es una "fundamentación genérica" que no explica el nexo causal entre la entrega de la información administrativa y el daño real a la privacidad. No se puede clasificar como confidencial el ejercicio de un cargo público. 4. Criterio de "Menor Expectativa de Privacidad: Los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información.​Mi argumento se basa en que los servidores públicos tienen un umbral de protección de su privacidad más amplio que el de un particular cuando se trata de datos vinculados a sus funciones, sueldos y cumplimiento de requisitos para el cargo. Por lo tanto, el nombre y la trayectoria laboral dentro de la Secretaría de las Mujeres no pueden ser considerados datos confidenciales.” (Sic)

QUINTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veintiuno de abril de dos mil veintiséis, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

SEXTO. De la etapa de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal referido, se advierte que El Sujeto Obligado en fecha veintisiete de abril de la anualidad actuante, presentó su informe justificado. 

Por su parte, el Recurrente no realizó manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho convinieran. 

SÉPTIMO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción en fecha siete de agosto de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

OCTAVO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que ha transcurrido el término de Ley para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que el tres de agosto de dos mil veintiséis se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios. 

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Del estudio de las causas de improcedencia y sobreseimiento.
Es menester resaltar que en el procedimiento de acceso a la información pública y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9, de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Siendo una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones emitidas por este organismo colegiado, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución de un asunto en su fondo, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo.

Estudio de causales de improcedencia que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


En primer término es necesario hacer alusión a las solicitudes de información ya que de ellas deriva por un lado al procedimiento de acceso a la información ante el sujeto obligado, y por otro lado la materia sobre la que versara el recurso de revisión ante este Órgano Garante; se resalta la innegable necesidad de interpretar el texto de las solicitudes, porque no se podría entender el derecho de acceso a la información sin la existencia de solicitudes de información a la luz de su interpretación ya que ésta es la fuente de la materia objeto de la transparencia específica en cada recurso de revisión; es decir, no podemos establecer una materia o un tema como objeto de derecho de acceso a la información, si de la solicitud no se entiende o no se precisan temas o materias objetivas; por ello es de notoria importancia el trabajo de interpretación que se le dé a las solicitudes de información, ya que el sujeto obligado puede considerar una circunstancia en particular diversa a la que el particular objetivamente requiere.
Ya que el planteamiento del problema es de toral importancia, a efecto de determinar la intención o voluntad del recurrente a la luz de la interpretación de las solicitudes de información, y que puede generar de forma objetiva y material el sujeto obligado que se relacione con esa intención, respecto del presente asunto se realiza a continuación.

La Ley de Transparencia de la entidad, en su artículo 192, contempla la figura jurídica del sobreseimiento, y específicamente en sus hipótesis inmersas en la fracción IV, refieren que se sobreseerá el asunto cuando admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley.

El análisis del  presente recurso, se basará en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local. 

En este tenor, es necesario subrayar que el derecho de acceso a la información pública implica que cualquier persona conozca la información contenida en los documentos que se encuentren en los archivos de los sujetos obligados, conforme a los artículos 4, 12, 24 último párrafo y 160 de la Ley local en la materia, que a la letra citan:

“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
(…)
Artículo 24. 
(…)
Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.”
(…)
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se  encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.”[Sic]

Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, de acuerdo a lo señalado por el artículo 166 de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:

“Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.” [Sic]

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos formulados por el ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que versa en conocer la siguiente información:

​
Es indispensable que quienes ocupan cargos de mando (Titular, Directoras, Subdirectoras) cuenten con acreditaciones fehacientes que garanticen su capacidad para:​Aplicar transversalmente la perspectiva de género en el diseño y ejecución de programas públicos.​Prevenir y atender la violencia en todas sus formas.​Garantizar el respeto irrestricto a los derechos humanos de los usuarios y del personal subordinado.

​La falta de acreditación en dichas materias constituye un riesgo inminente de ineficacia institucional y vulneración de los derechos fundamentales de las mujeres mexiquenses.​

1. relación documentada de las certificaciones, constancias de competencia laboral, títulos de posgrado o diplomados concluidos por la totalidad de la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, incluyendo a:​
Titular de la Dependencia.
​Directoras y Directores de todas las áreas.​
Subdirectoras y Subdirectores de todas las áreas.​

Deberán precisar para cada perfil:​
1.1 Nombre y denominación exacta de la certificación o título académico.
​1.2 Institución emisora (universidad, organismo certificador, entidad pública).​1.3 Fecha de obtención del documento.​
1.4 Copia digitalizada o evidencia pública de la certificación (testada conforme a la Ley de Protección de Datos Personales).​
Dados los puntos anteriores de la solicitud de información, el Sujeto Obligado, por medio de su Titular de la Unidad de Transparencia presenta su respuesta a través del SAIMEX, retomando de manera esencial que … me permito adjuntar al presente, copia digitalizada de los siguientes documentos…
• Oficio número 22700004000000S/2646/2026 de fecha 20 de marzo de 2026, emitido por la Servidora Pública Habilitada de la Coordinación Administrativa de la Secretaría de las Mujeres, con sus anexos correspondientes. 
• Resolución número 04: CTSEMUJS/EXT/007/2026, de fecha 25 de marzo de 2026, mediante la cual, el Comité de Transparencia confirmó la clasificación parcial como confidencial del el “Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026”, requerido en la solicitud 00035/SEMUJS/IP/2026. 
• Acta de la Séptima Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia de fecha 25 de marzo de 2026, aprobándose la resolución señalada anteriormente. 
• La versión pública del “Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026

[bookmark: _Hlk206500229]Y por medio de los archivos electrónicos cuyo título y contenido corresponden a:
1. RESOLUCIÓN 04 SEPTIMA SESION EXTRAORDINARIA.pdf Resolución 04 del Comité de Transparencia CT/SEMUJS/EXT/007/2026 en la cual se confirma la clasificación parcial como confidencial de algunos datos contenidos en los comprobantes de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, que corresponden a calificaciones/promedio, firma de particular, nombre de personas físicas, clave CURP, cadena original de cédula electrónica.
Aprobando de esta manera las versiones públicas.
2. 00035-UNIDAD DE TRANSPARNIA SEMUJERES.pdf Cuadro de clasificación de la información de la solicitud número 00035/SEMUJS/IP/2026.
3. ACTA SÉPTIMA SESION EXTRAORDINARIA.pdf Acta del Comité de Transparencia CT/SEMUJS/EXT/007/2026, de la Séptima Sesión Extraordinaria, en la cual se lista como punto cinco del Orden del Día, en la cual se procede a la clasificación parcial como confidencial del "Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026", con la finalidad de dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública con número de folio 00035/SEMUJS/IP/2026.
Del punto del cual se desprende el acuerdo ACT/CT/SEMUJS/EXT/007/004/2026, confirmando la clasificación como confidencial parcial del tema en comento.
4. ANEXO 1. Grados Academicos (4).pdf Compuesto de 29 fojas útiles, de las cuales la primer foja contiene el fundamento de los datos que se clasificaron, así también diversos documentos:
· Título Profesional Electrónico Autenticado expedido a favor de María Esther Rodríguez Hernández, del cual se testan los nombres del director y rector de la Institución Académica. Datos que se consideran públicos, ya que dan certeza de la validez del documento, aunado que son expedidos con motivo del ejercicio de la función pública.
· Documento que acredita el Grado Académico de Maestría, expedido a nombre de Martha Paulina Jacinto Bravo. En el cual se testan los nombres y firmas del Director SEDE y de la Secretaria General de la Institución Educativa, datos que se consideran de naturaleza pública, ya que son expedidos por autoridades académicas y que conforman la validez del documento.
· Título de Licenciatura a nombre de Citlalli Vidal Otero.
· Título profesional de Licenciatura en Pedagogía expedido a Ilse Rubí Miranda Hernández.
· Título de Licenciatura otorgado a Yaimih Xiomara Negrete Moreno.
· Título de Licenciatura otorgado a Yessenia Sánchez Hernández.
· Título de Licenciatura otorgado a Liliana Bastida Montiel.
· Cédula Profesional Electrónica de Oscar Gerardo Hernández Lara, de Doctor.
· Título de Licenciatura de Teresa Reyes García.
· Título de Licenciatura de Humberto Ávila González.
· Título de Licenciatura de Liliana Bastida Montiel.

· Título de Maestría de David Cardona Santiago.

· Título de Licenciatura de Erica Núñez Gutiérrez

· Título de Licenciatura de Olivia Carrillo Delgadillo

· Cédula Profesional Electrónica de Maestría de Monserrat Buendía Macías.


· Título de Licenciatura de Pablo Granados Reyes.

· Título de Licenciatura de Ana Karen Galicia Rojas.


· Título de Licenciatura de Liliana Mejía Romero.

· Cédula Profesional Electrónica de Licenciatura de Irais Martínez Félix.

· Título de Licenciatura de Karina Chávez Fonseca.

· Cédula Profesional Electrónica de Licenciatura de Selene Macrina Mejía Juárez.
· Certificación de Educación Secundaria de Olga Maricruz Román Vázquez.
· Duplicado de Cédula profesional de Melba Haidee González Rosas.
· Título de técnico de Alma Rosa Ramírez Roque.
· Título de Contador Privado de Laura Palomares Ruperto. Con firmas de los directores testadas.
· Título de Maestría de Lucina Vargas Jaramillo, con nombre y firma del Director del Plantel testados.
· Título de Licenciatura a nombre de Montserrat Serrano Carmona.
5. CUADRO DE CLASIFICACIÓN 00035.pdf Cuadro de clasificación de la información de la solicitud número 00035/SEMUJS/IP/2026.

6. 00035-RESPUESTA-SPH COORD ADMVA.pdf Oficio número 22700004000000S/2646/2026, emitido por la Coordinadora Administrativa y servidora pública habilitada del Sujeto Obligado, por medio del cual manifiesta que: 

En relación a las constancias, certificaciones de competencia laboral o diplomados, se informa que, derivado de una búsqueda exhaustiva y razonable realizada en los expedientes personales que obran en los archivos de esta Coordinación Administrativa, no se localizaron soportes documentales que atiendan específicamente este requerimiento planteado.

Debido a que, esta Coordinación Administrativa no solicita documentación adicional a la prevista en el Procedimiento 021 denominado "Alta o Reingreso de Servidoras Públicas y Servidores Públicos Generales y de Confianza", contenido en el Manual de Normas y Procedimientos de Desarrollo y Administración de Personal, el cual establece de manera expresa los documentos que deben ser remitidos para la integración del expediente laboral correspondiente. Por otra parte, se remite el Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026 (Anexo 1).

Es importante precisar que, el "Comprobante de grado máximo de estudios de las personas titulares de las áreas administrativas establecido en la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026", contiene datos personales que por su naturaleza son susceptibles de ser clasificados con el carácter de confidencial. -y presenta un desglose de los datos que considera confidenciales-

Finalmente señala que no pasa desapercibido precisar que diversos cargos dentro de la estructura orgánica de la Secretaría de las Mujeres se encuentran actualmente vacantes; por lo tanto, resulta materialmente imposible contar con los comprobantes del grado máximo de estudios correspondientes, vigentes a la primera quincena del mes de marzo de 2026.

Por lo cual, se invita al Sujeto Obligado, que en próximas ocasiones los datos correspondientes  nombres y firma de autoridades escolares que emitan títulos o certificaciones constituyen datos públicos, que confeccionan la validez del documento emitido, motivo por le cual no procede su clasificación y por consiguiente su testado.

Retomando las actuaciones del expediente, la Recurrente se duele de la respuesta proporcionada, interponiendo así el presente medio de impugnación, bajo las razones y motivos de inconformidad que “​1. Violación al Principio de Máxima Publicidad: Artículo 6°, Apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Artículo 7 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.​Mi argumento se basa en que toda la información en posesión de los sujetos obligados es pública y solo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. En este caso, el Sujeto Obligado invierte el principio al dar prioridad a la opacidad sobre la rendición de cuentas de servidores públicos en activo.​2. Incumplimiento de las Obligaciones de Transparencia Comunes: Artículo 92, fracciones VIII y IX de la Ley de Transparencia local.​Mi argumento se basa en que la ley establece que la remuneración bruta y neta, así como el perfil de los puestos y las funciones de los servidores públicos, son obligaciones de transparencia que deben ser públicas de oficio. Al testar o negar información relativa a los nombramientos y movimientos de los servidores públicos solicitados, el Sujeto Obligado contraviene una disposición de orden público.​3. Deficiencia en la Clasificación de Información Confidencial: Artículos 143 y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.​Argumento: Para clasificar información como confidencial, el Comité de Transparencia debe realizar una Prueba de Daño. El documento exhibido es una "fundamentación genérica" que no explica el nexo causal entre la entrega de la información administrativa y el daño real a la privacidad. No se puede clasificar como confidencial el ejercicio de un cargo público. 4. Criterio de "Menor Expectativa de Privacidad: Los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información.​Mi argumento se basa en que los servidores públicos tienen un umbral de protección de su privacidad más amplio que el de un particular cuando se trata de datos vinculados a sus funciones, sueldos y cumplimiento de requisitos para el cargo. Por lo tanto, el nombre y la trayectoria laboral dentro de la Secretaría de las Mujeres no pueden ser considerados datos confidenciales.” (énfasis añadido)
En la etapa posterior le corresponde la de manifestaciones en ese informe justificado el sujeto obligado presenta el oficio SM/UT/380/2025, por medio del cual, en sustancia, ratifica la respuesta inicial.

Así, retomando la revisión de los agravios expuestos se despende que los resaltados con negro no corresponden a la Litis vertida inicialmente, Sino que agrega cuestiones novedosas no pedidas desde un principio como lo son la remuneración y el cargo o puesto, nombramientos, trayectoria laboral.

Por ello, resulta claro que la parte Recurrente al momento de interponer el presente recurso, añade nuevos puntos a su solicitud de información y se aleja de la materia que dio origen a la respuesta del Sujeto Obligado. A mayor abundamiento, los nuevos puntos de la solicitud son considerados “plus petitio” y no son susceptibles de ser valorados, por lo que dichos agravios son diversos a lo solicitado. 

Viene a colación, el artículo 36 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por el cual este Instituto no está facultado para resolver con respecto a ampliaciones a solicitudes de información presentadas por medios distintos a los que señala el artículo 155 del multicitado ordenamiento, por lo que el recurso de revisión no constituye un medio válido para solicitar información adicional.  

Sirve de apoyo a lo anterior por analogía, la Jurisprudencia No. 29 visible a foja 19 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo IV, Materia Común, Primera Parte, Tesis de la Suprema Corte de Justicia, que señala:

“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN. DEBEN ESTAR EN RELACIÓN DIRECTA CON LOS FUNDAMENTOS Y CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA

Los agravios deben estar en relación directa e inmediata con los fundamentos contenidos en la sentencia que se recurre, y forzosamente deben contener, no sólo la cita de las disposiciones legales que se estimen infringidas y su concepto, sino también la concordancia entre aquellas, este y las consideraciones que fundamenten esa propia sentencia, pues de adoptar lo contrario, resultaría  la introducción de nuevas cuestiones en la revisión, que no constituyen su materia, toda vez que esta se limita al estudio integral del fallo que se combate, con vista de los motivos de inconformidad que plantean los recurrentes.” [Sic]

Por lo anterior, se establece que dentro del recurso de revisión presentado por la parte Recurrente no debe variar el fondo de la litis, de tal manera que la manifestación a que se ha hecho referencia y que fue vertida en sus motivos de inconformidad, resulta notoriamente improcedente, pues este Órgano Garante se encuentra imposibilitado para satisfacer requerimientos que no fueron formulados en tiempo y forma. 

De igual manera, tiene aplicación al respecto por analogía, la tesis aislada número I.8o.A.136 A, de la Novena Época, publicada en el Seminario Oficial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Marzo de 2009, página 2887, con número de registro 167607, que lleva por rubro y texto los siguientes:

“TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS ARTÍCULOS 1, 2 Y 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO DEBEN INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE PERMITIR AL GOBERNADO QUE A SU ARBITRIO SOLICITE COPIA DE DOCUMENTOS QUE NO OBREN EN LOS EXPEDIENTES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS, O SEAN DISTINTOS A LOS DE SU PETICIÓN INICIAL. 

Si bien es cierto que los artículos 1 y 2 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establecen, respectivamente, que dicho ordenamiento tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal y cualquier otra entidad federal, así como que toda la información gubernamental a que se refiere dicha ley es pública y los particulares tendrán acceso a ella en los términos que en ésta se señalen y que, por otra parte, el precepto 6 de la propia legislación prevé el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados; también lo es que ello no implica que tales numerales deban interpretarse en el sentido de permitir al gobernado que a su arbitrio solicite copia de documentos que no obren en los expedientes de los sujetos obligados, o sean distintos a los de su petición inicial, pues ello contravendría el artículo 42 de la citada ley, que señala que las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar los documentos que se encuentran en sus archivos –los solicitados- y que la obligación de acceso a la información se dará por cumplida cuando se pongan a disposición del solicitante para consulta en el sitio donde se encuentren.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” [Sic]

De manera complementaria, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales ha sostenido la improcedencia de ampliar las solicitudes de información pública o de datos personales a través de la interposición del recurso de revisión, como se estima acontece en el anterior asunto. Lo anterior de conformidad con el criterio 27/10; por lo que este Órgano Garante insiste en la imposibilidad de entrar al estudio de información novedosa. Criterio que es de la literalidad siguiente: 

“ES IMPROCEDENTE AMPLIAR LAS SOLICITUDES DE ACCESO A INFORMACIÓN PÚBLICA O DATOS PERSONALES, A TRAVÉS DE LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN

En aquellos casos en los que los recurrentes amplíen los alcances de la solicitud de información o acceso a datos personales a través de un recurso de revisión, esta ampliación no podrá constituir materia del procedimiento a sustanciarse por el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos. Lo anterior, sin perjuicio de que los recurrentes puedan ejercer su derecho a realizar una nueva solicitud en términos de la Ley de la materia. 

Expedientes: 5871/08 Secretaría de Educación Pública –Alonso Gómez- Robledo Verduzco 3468/09 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado – Ángel Trinidad Zaldívar 5417/09 Procuraduría General de la República  - María Marván Laborde1523 1006/10 Instituto Mexicano del Seguro Social – Sigrid Arzt Colunga 1378/10 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado – María Elena Pérez-Jaén Zermeño.” [Sic]

De tal forma que de la revisión de los agravios expuestos no se desprende alguna que se relacione con la litis actual dando lugar al sobreseimiento por improcedencia.
Conforme a las actuaciones anteriores, hemos llegado a la conclusión de que lo procedente es sobreseer el presente medio de impugnación por actualizar una causal de improcedencia.
Hasta lo aquí expuesto, se advierte que se actualiza la hipótesis prevista en el artículo 191, fracción VII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor, que a la letra establece lo siguiente:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:
(…)
VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.; 
(…)”

En conclusión, la ley de la materia establece en la fracción IV, del artículo 192, de la Ley de Transparencia vigente en la entidad, que a la letra establecen:

“Artículo 192. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

I. El recurrente se desista expresamente del recurso; 
II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas jurídicas colectivas, se disuelva; 
III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia; 
IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley; y 
V. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el recurso.”


Es importante resaltar a manera de analogía que la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante el número 2 de la Serie Estudios Introductorios sobre el Juicio de Amparo relativo a LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE AMPARO definió a la improcedencia del amparo como la institución jurídica procesal en la que, al actualizarse ciertas circunstancias previstas en la Constitución Federal, en la Ley de Amparo o en la Jurisprudencia, el órgano jurisdiccional se ve impedido para analizar y resolver el fondo del asunto y que la causa de improcedencia puede tenerse por acreditada desde el momento en que se presenta la demanda de amparo, lo que generará que la demanda sea desechada; o bien, después de admitida la demanda, lo que tendrá como consecuencia que se sobresea en el juicio.

Por lo anterior, al acreditarse la procedencia del sobreseimiento, este Instituto está imposibilitado para analizar las cuestiones de fondo, en virtud de que el sobreseimiento constituye un acto procesal que termina el proceso por cuestiones ajenas al fondo del asunto, lo anterior conforme a la jurisprudencia identificada como el registro digital 220705[footnoteRef:2], en la que se estipula lo siguiente: [2:  Tesis V.2o. J/15, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo IX, enero de 1992, p. 115.] 


SOBRESEIMIENTO. IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.
La resolución en que se decreta el sobreseimiento en el juicio constituye un acto procesal que termina la instancia por cuestiones ajenas al aspecto de fondo planteado. Así, no causa agravio la sentencia que no se ocupa de examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, ya que tal cuestión constituye el problema de fondo planteado.

Lo anterior tiene sustento en la Tesis: I.7o.C.54 K, del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil Del Primer Circuito publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de la Novena Época, en el Tomo XXIX, Enero de 2009, a página 2837, que literalmente establece:

“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS VIOLACIONES PROCESALES PLANTEADAS EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. El sobreseimiento en el juicio de amparo directo provoca la terminación de la controversia planteada por el quejoso en la demanda de amparo, sin hacer un pronunciamiento de fondo sobre la legalidad o ilegalidad de la sentencia reclamada. Por consiguiente, si al sobreseerse en el juicio de amparo no se pueden estudiar los planteamientos que se hacen valer en contra del fallo reclamado, tampoco se deben analizar las violaciones procesales propuestas en los conceptos de violación, dado que, la principal consecuencia del sobreseimiento es poner fin al juicio de amparo sin resolver la controversia en sus méritos.

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO
Amparo directo 699/2008. Mariana Leticia González Steele. 13 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Sara Judith Montalvo Trejo. Secretario: Arnulfo Mateos García.”

En este orden de ideas, es conducente colegir que, en el presente Recurso de Revisión, se actualizó la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del numeral 191, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en virtud que no se actualizó ningún supuesto de procedencia señalado en el ordenamiento en cita. 

Finalmente, no se deja de lado que se dejan a salvo los derechos del Particular a fin de que, de considerarlo pertinente, interponga una nueva solicitud de acceso ante la Secretaría de las Mujeres, a fin de solicitar la información de su interés.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente procedentes los motivos de inconformidad que arguye la parte Recurrente en su medio de impugnación que fue materia de estudio, por ello con fundamento en el artículo 186, fracción I, en concordancia con el artículo 192, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se SOBRESEE el recurso de revisión 03990/INFOEM/IP/RR/2026, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,
S E      R E S U E L V E

PRIMERO. Se SOBRESEE el recurso de revisión número 03990/INFOEM/IP/RR/2026, por improcedente en términos de los artículos 191, fracción VII y 192, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

TERCERO. Notifíquese la presente resolución a la Recurrente a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la misma le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DOCE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
CCR/
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